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Demanda de Ineficacia de acto jurídico, interpuesto por el Banco Financiero 
contra Carlos Tassara Canevaro, María Liliana Lafosse Quintana y sus cinco 
hijos, a fin de que se declare la ineficacia del acto jurídico constituido por el 
anticipo de legítima celebrado entre los demandados, otorgado mediante 
escritura pública de 28.12.1999, e inscrita en Registros Públicos el 12.06.2000. 
Mediante sentencia de primera instancia se declaró infundada la demanda, 
a tenor del artículo n.° 2012 del Código Civil, afirmando que el demandante 
conocía de la existencia del anticipo de legítima al momento de la 
suscripción del pagaré. La sentencia es apelada, y en sede de segunda 
instancia se confirmó la misma. 
El demandante interpuso recurso de casación, aduciendo una interpretación 
errónea del artículo n.° 195 del Código Civil. En ese sentido la Corte Suprema 
declaró nula la sentencia de primera instancia, y actuando en sede de 
instancia revocó la  misma y declaró fundada la demanda. 
 PALABRAS CLAVES 
Hecho jurídico- Acto jurídico- Acción pauliana- Negocio jurídico- Ineficacia 
de acto jurídico- Nulidad del acto jurídico- Anulabilidad del acto jurídico- 
Ineficacia del acto jurídico. 
I. SÍNTESIS DE LA DEMANDA: 
Con fecha 19 de febrero de 2002, ante el 59° Juzgado Especializado en lo Civil 
de Lima, el BANCO FINANCIERO DEL PERÚ, interpone demanda de Ineficacia 
de Acto jurídico en vía de proceso sumarísimo, contra Carlos Tassara 
Canevaro, María Liliana Lafosse Quintana, Lina Aurora Tassara Lafosse, Carlos 
Jesús Tassara Lafosse, Diana Fiorella Tassara Lafosse, Daniel Alfredo Tassara 
Lafosse y Diego Alonso Tassara Lafosse, a fin de que se declare la Ineficacia 
del Acto jurídico constituido por el anticipo de legítima celebrado entre los 
demandados, respecto del bien inmueble de la Calle Fernando León N° 124, 
de la Urbanización Vista Alegre, del distrito de Santiago de Surco, otorgado 
por Escritura Pública de fecha 28 de diciembre de 1999, la misma que con 
fecha 12 de junio de 2000 se inscribió ante el Registro de Propiedad Inmueble 
de Lima, por los siguientes fundamentos: 
1. Que, con fecha 15 de setiembre del 2000, BETA PRINT S.A, emitió pagaré N° 
290875277, a favor del recurrente por la suma de $ 56,638.65 (cincuenta y seis 
mil seiscientos treinta y ocho con 65/100 dólares americanos), el que luego de 
ser renovado quedó en $ 36,888.07 (Treinta y seis mil ochocientos ochenta y 
ocho con 07/100 dólares americanos), con último vencimiento al 18 de enero 
del 2001.  
 
2. El recurrente menciona en su demanda que dicho título valor fue 
debidamente avalado, entre otros, por los señores CARLOS TASSARA 
CANEVARO y MARIA LILIANA LAFOSSE QUINTANA. Asimismo, afirma que 
producido el último vencimiento de dicho título valor sin que la obligada 
cumpliera con honrarlo, el Notario Público de Lima procedió a su protesto, 
dejando así constancia del incumplimiento obligacional allí contenido. 
 
3. Que, el recurrente afirma que existe un crédito impago por parte de los 
demandados, para lo cual acreditan el título valor protestado.  
 
4. En ese orden de ideas, conforme lo dicho por el demandante, CARLOS 
TASSARA CANEVARO y MARIA LILIANA LAFOSSE QUINTANA transfirieron a favor 
de sus hijos LINA AURORA TASSARA LAFOSSE, CARLOS JESÚS TASSARA LAFOSSE, 
DIANA FIORELLA TASSARA LAFOSSE, DANIEL ALFREDO TASSARA LAFOSSE Y 
DIEGO ALONSO TASSARA LAFOSSE, el inmueble de su propiedad ubicado en 
la Calle Fernando León n.° 124, de la Urbanización Vista Alegre, del distrito de 
Santiago de Surco, en Anticipo de Legítima que se inscribió el 12 de junio del 
2000 en la Partida n.° 44709015 del Registro de Propiedad Inmueble de Lima, 
conforme lo acredita con la copia literal, la misma que se acompaña en la 
demanda. 
5. Finalmente, el recurrente manifiesta que como consecuencia del anticipo de 
legítima de CARLOS TASSARA CANEVARO y MARIA LILIANA LAFOSSE 
QUINTANA, estos disminuyeron su patrimonio y se quedaron sin inmuebles a su 
nombre; por tanto, afirman que se encuentran legitimados para interponer su 
demanda ya que existe presunción de prejuicio a su favor. En ese sentido y 
en virtud del Art. 195 del CC, se le deberá declarar fundada su demanda. 
II. SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA: 
Mediante escrito de fecha 09 de abril de 2002, CARLOS TASSARA CANEVARO 
y MARIA LILIANA LAFOSSE QUINTANA por su propio derecho y en 
representación legal de DIANA FIORELLA, DANIEL ALFREDO, DIEGO ALONSO y 
LINA AURORA TASSARA LAFOSSE junto a CARLOS JESÚS TASSARA LAFOSSE por 
su propio derecho cumplieron, con absolver el traslado de la demanda, 
negándola y contradiciéndola en todos sus extremos por los siguientes 
fundamentos:  
 
1. Que, los demandados manifiestan que el demandante otorgó a la empresa 
BETA PRINT S.A, de la cual son accionistas, un financiamiento para la 
adquisición de una máquina ROLAND MIEHEL (entre otros), la misma que se 
otorgó mediante la constitución de una Prenda industrial a favor del 
demandante.  
2. Que, con fecha 15 de agosto de 2000 se emitió el pagaré debidamente 
aceptado por la empresa BETA PRINT S.A, en favor del recurrente; el mismo 
que fue avalado en forma personal por los demandados CARLOS ROLANDO 
TASSARA CANEVARO y MARIA LILIANA LAFOSSE QUINTANA. 
3. Además, los demandados manifiestan que suspendieron sus obligaciones de 
pago debido a razones de índole comercial y económica inherentes al 
mercado. En ese sentido, a mediados del año 2000 y con aprobación del 
demandante, la empresa CYPRUS GRAF SAC adquirió la máquina objeto del 
financiamiento, entre otras, propiedad de BETA PRINT S.A., la misma que se 
encontraba a la fecha en garantía de prenda industrial a favor del 
demandante, conforme lo acredita con la factura que acompaña la 
contestación de demanda. 
4. Asimismo, producto de la transferencia, BETA PRINT S.A. transfirió a la empresa 
CYPRUS GRAF SAC las referidas máquinas, quien las adquirió en modalidad de 
letras que fueron descontadas y entregadas al demandante como garantía 
de pago, y que en su totalidad ascienden a la suma de $ 30,000.00 dólares 
americanos aproximadamente; las mismas que son adjuntadas en el escrito 
de contestación de demanda. 
5. En ese orden de ideas, los demandados sostienen que-en efecto- 
incumplieron con honrar su deuda, no obstante, el monto del crédito impago 
que corresponde a los mismos, asciende a la suma de $5,000.00, monto inferior 
al monto total del pagaré que los demandantes aducen como obligación. 
Siendo ello así, los demandados presentaron una propuesta de solución, tal y 
como consta en autos, a fin de independizar la estructura de la deuda 
existente, de manera que puedan viabilizar su debida cancelación. 
6. Por consiguiente, los demandados manifiestan que el anticipo de legítima del 
inmueble no ha sido cedido a título gratuito a un tercero, sino que es 
mantenido dentro del patrimonio familiar a nombre de sus hijos; por tanto, el 
patrimonio familiar se encuentra vigente. Asimismo, sostienen que el anticipo 
de legítima no imposibilita el pago del íntegro de la deuda real; así como 
tampoco configura un acto que perjudique el cobro del crédito, toda vez 
que los demandados mediante soluciones comerciales han logrado financiar 
gran parte de la deuda original, quedando con ello un saldo ínfimo, el mismo 
que cada deudor pretende cancelar de manera individual. 
7. Por consiguiente, y conforme lo expuesto en líneas precedentes, los 
demandados aseguran que el anticipo de legítima no imposibilita, ni 
perjudica el cobro del crédito contenido; toda vez que la totalidad de la 
acreencia se encuentra debidamente garantizada por la propia maquinaria 
objeto del financiamiento mediante una prenda industrial a favor del 
demandante. 
8. Para finalizar, los demandados manifiestan que la supuesta disminución del 
patrimonio, es decir el anticipo de legítima, se realiza a fines del año 1999 y se 
inscribe en Registros Públicos de Lima en junio de 2000, esto es meses antes de 
la emisión del pagaré. En ese sentido, solicitan que se declare infundada la 
demanda y se mantenga la eficacia del acto jurídico cuestionado. 
III. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS  AFIRMADOS 
POR LOS DEMANDANTES Y DEMANDADOS 
3.1 Concordancias: 
- La suscripción del pagaré de fecha 15.09.2000, por  parte de la empresa 
Beta Print S.A., a favor del Banco Financiero, cuyos avales fueron los 
demandados: Carlos Tassara Canevaro y María Liliana Lafosse, hasta por 
la suma de $ 56 638.65. 
- La existencia de un crédito pendiente de pago producto del 
incumplimiento de lo suscrito en el pagaré. 





a) Del crédito pendiente de pago 
- El demandante Banco Financiero, aduce que el crédito pendiente de 
pago por parte de los demandados asciende a $ 36 888.07. Sin embargo, 
los demandados contradicen los hechos, alegando que el monto del 
crédito impago asciende a la suma de $ 5 000.00. 
 
b) De la imposibilidad del cobro del crédito 
- El demandante postula en su demanda que a consecuencia del acto 
de transferencia se produjo un perjuicio al acreedor, lo que imposibilita 
el recupero del crédito, toda vez que este acto se realizó con miras a 
perjudicar la acreencia. 
- Los demandados contradicen estos hechos, alegando que el anticipo 
de legítima no imposibilita el cobro del crédito, ya que la acreencia se 
encuentra garantizada por la propia maquinaria. 
 
c) Del perjuicio al acreedor 
- El demandado manifiesta que la supuesta disminución del patrimonio se 
realizó  en el año 1999 y se inscribió en junio de 2000, esto es meses antes 
de la emisión del pagaré, por lo que no habría perjuicio al acreedor. 
- Finalmente, el demandante alega que es irrelevante que la fecha de 
suscripción del pagaré sea posterior a la inscripción del anticipo de 
legítima en los Registro Públicos, ya que el demandado pudo prever 







IV. SÍNTESIS DE LA AUDIENCIA ÚNICA: 
Con fecha 08 de agosto del año 2002 se llevó a cabo la diligencia de 
Audiencia única ante el Quincuagésimo Noveno Juzgado Especializado en lo 
Civil de Lima, con la concurrencia del demandante con su respectivo 
abogado y de los demandados CARLOS ROLANDO TASSARA CANEVARO por 
su propio derecho y en representación legal de DIANA FIORELLA, DANIEL 
ALFREDO, DIEGO ALONSO TASSARA LAFOSSE;  LINA AURORA TASSARA LAFOSSE 
y CARLOS JESÚS TASSARA LAFOSSE, dejándose constancia de la 
inconcurrencia de la codemandada MARIA LILIANA LAFOSSE QUINTANA. 
Saneamiento. -Acto seguido, se procedió a dar inicio a la audiencia única, 
iniciando por el saneamiento procesal, y advirtiéndose de la revisión de los 
autos la concurrencia de los presupuestos procesales y no habiéndose 
formulado excepción ni defensas previas por la parte demandada se tiene 
por saneado el proceso, en consecuencia, la existencia de una relación 
jurídica válida. 
 
Conciliación. - Respecto a la audiencia de conciliación y verificándose de la 
inconcurrencia de una de las codemandadas no es posible propiciar la 
Conciliación de ley, por lo que se pasa a la siguiente etapa de la Audiencia. 
 
Puntos controvertidos. – a) Determinar si debe declararse la Ineficacia del 
Acto jurídico respecto al demandante del Anticipo de Legítima celebrado 
entre los demandados respecto del bien inmueble ubicado en la Calle 
Fernando León N° 124, Urbanización Vista Alegre, distrito de Santiago de 
Surco, otorgado por Escritura pública de fecha 28 de diciembre de 1999 e 
inscrita en registro de Propiedad Inmueble de Lima. b) Establecer si dicha 
ineficacia está referida al hecho de que la demandante tiene un crédito 
pendiente de pago y que los demandados han disminuido su patrimonio a 
efecto de perjudicar el cobro de dichos créditos. 
 
Actuación de medios probatorios. – seguidamente se admitieron todos los 
instrumentales ofrecidos por las partes, a excepción de los documentos de 
identidad ofrecidos por los demandados, ya que no constituyen medios 
probatorios. 
V. ÓRGANOS JURISDICCIONALES  
5.1 Sentencia de primera instancia: 
 
 - Sentencia del 59° Juzgado Especializado en lo Civil de Lima 
 - Resolución n.° 11 de 08 de noviembre de 2002 
 (…) que si bien se constata la existencia de una deuda impaga y que frente 
a ella los codemandados Carlos Rolando Tassara Canevaro y María Liliana 
Lafosse Quintana han avalado el pago de dicha obligación, y que por tanto 
están en la obligación al pago de la misma e incluso del saldo que quede 
pendiente, sin embargo, es de notar que el Anticipo de Legítima materia de 
Litis se otorgó con fecha 28 de diciembre de 1999 y fue inscrito ante el registro 
de Propiedad Inmueble con fecha 12 de junio de 2000, siendo que el pagaré 
materia del crédito alegado, se emitió con fecha 15 de setiembre del 2000, 
esto es, con fecha posterior al anticipo de legítima e incluso de su inscripción 
ante los Registros Públicos. 
 Que se constata que a la fecha de la emisión del pagaré el banco conocía 
de la existencia del anticipo de legítima, pues se encontraba inscrito ante el 
Registro de Propiedad Inmueble, no pudiendo alegar el Banco demandante 
desconocimiento del mismo, ni mucho menos la intención de los 
codemandados, de pretender disminuir su patrimonio para perjudicar la 
acreencia que podía haberse producido el futuro frente al no pago del 
Pagaré, en virtud de los regulado por los artículos 195° y 2012° del Código 
Sustantivo; “… Se presume, sin admitirse prueba en contrario, que toda 
persona tiene conocimiento del contenido de las inscripciones” 
 (…) queda demostrado que el accionante no ha probado que el acto de 
anticipo de legítima materia del presente proceso de revocatoria contenga 
un acto fraudulento, tanto más que conocía de la existencia de dicho 
anticipo de legítima con mucha anterioridad a la suscripción del pagaré, 
estando además que la carga de probar corresponde a quien afirma hechos 
que configuran su pretensión o a quien los contradice alegando nuevos 
hechos, conforme lo prevé el artículo 196 del Código Procesal Civil. Por lo que 
estando a las consideraciones anotadas, FALLO: Declarando INFUNDADA la 
demanda de Ineficacia de Acto jurídico interpuesta por el Banco Financiero. 
 
5.2 Sentencia de Sala Superior: 
 
 -Sentencia de Vista expedida por la 3° Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia de Lima. 
 - Resolución s/n de 6 de marzo de 2003. 
 (…) el anticipo de legítima cuya ineficacia se persigue fue otorgado por 
escritura pública el 28 de diciembre de 1999 e inscrita en el Registro de 
Propiedad Inmueble el 12 de junio de 2000, fecha anterior a la fecha del 
pagaré que data el 15 de setiembre de 2000. Siendo así, no se encuentra 
acreditado el carácter fraudulento del referido acto jurídico que se alega, 
desde que el banco demandante a la fecha de emitido el mencionado 
pagaré, tenía pleno conocimiento de la existencia de la citada transferencia 
gratuita efectuada entre los demandados, en aplicación del principio de 
publicidad registral. 
 La demanda incoada, en efecto es infundada, toda vez que no se ha 
acreditado en autos el perjuicio al derecho de cobro de la acreencia de los 
accionantes como consecuencia de la disminución patrimonial efectuada 
por los demandados de manera anterior a la fecha en que contrajeron la 
indicada deuda. 
 Por otro lado, tratándose de una solicitud de declaración de ineficacia de 
acto jurídico gratuito, no pueden aplicarse extensivamente las disposiciones 
legales que de manera exclusiva y como requisitos adicionales se han previsto 
para los actos onerosos en el acotado artículo 195° del Código Civil; esto es, 
la acción revocatoria de un acto anterior al surgimiento del crédito. 
 Fundamentos por los cuales CONFIRMARON la sentencia que declaró 
infundada la demanda de ineficacia de acto jurídico interpuesta por el 
Banco Financiero. 
  
5.3 Sentencia de la Corte Suprema: 
 
 - Ejecutoria Suprema expedida por la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema 
de Justicia de la República. 
 - Casación n.° 1364-2003 de 27 de abril de 2004  
 (…) la primera parte del artículo 195° del Código Civil “…El acreedor, aunque 
el crédito esté sujeto a condición o plazo pude pedir que se declaren 
ineficaces respecto de él los actos con los que disminuya su patrimonio 
conocido y perjudiquen el cobro del crédito. Se presume la existencia de 
perjuicio cuando el acto del deudor resulta la imposibilidad de pagar 
íntegramente la prestación debida o se dificulta la posibilidad de cobro…”; 
que la precitada norma no distingue que el acto sea anterior o posterior al 
crédito, tratándose de actos de disposición a título gratuito, de modo que 
bajo ese aspecto, el Colegiado Superior hace una deficiente lectura de la 
norma, así como una interpretación errónea, puesto que los requisitos que 
exige la segunda parte de la citada norma están referidos a los actos de 
disposición a título oneroso, que no es el caso de autos. 
 La Sala de mérito desestima la demanda sosteniendo que el anticipo de 
legítima es de fecha anterior al crédito otorgado, sin embargo, la doctrina de 
mayor aceptación en el ámbito de este concepto por el principio de 
seguridad jurídica, considera que aun cuando el acto de disposición sea 
anterior al nacimiento de crédito, queda sujeto a la acción revocatoria si se 
advierte un preordenamiento del deudor con el propósito de perjudicar al 
futuro acreedor. Asimismo, la doctrina señala que (…) tratándose de los actos 
de disposición gratuita, el artículo 195° considera como tales los actos por los 
cuales el deudor renuncia a derechos o los que disminuyen su patrimonio 
conocido y perjudiquen el cobro del crédito.  
 De este modo, establece como requisito para el ejercicio de la acción 
pauliana, frente a los actos gratuitos, el perjuicio al acreedor, y para su 
prueba, la modificación introducida por el Código Procesal Civil, conlleva a 
la presunción en cuanto la existencia del perjuicio cuando el acto del deudor 
resulta la imposibilidad de pagar íntegramente la prestación debida o se 
dificulta la posibilidad de cobro. 
 Por estas consideraciones, habiéndose configurado la causal de 
interpretación errónea de una norma de derecho material y en aplicación 
del artículo 396°, inciso 1 del C.P.C declararon FUNDADO el recurso de 
CASACIÓN, en consecuencia NULA la sentencia de vista, y actuando en sede 
de instancia, REVOCARON la sentencia apelada que declara infundada la 
demanda, REFORMÁNDOLA declararon FUNDADA DICHA DEMANDA; en 
consecuencia ineficaz el acto jurídico que contiene la escritura pública. 
 
VI. PROBLEMAS  
 6.1 Problema principal o eje: el problema principal en el presente proceso, es 
determinar si debe declararse la ineficacia del acto jurídico constituido por el 
anticipo de legítima respecto del bien inmueble ubicado en Surco, celebrado 
entre los demandados. 
 En tal virtud, el principal problema de fondo radica en la fecha de la 
transferencia, ya que esta fue con anterioridad a la suscripción del pagaré, 
supuesto que no se encuentra establecido en el artículo 195 del Código Civil, 
ya que este no señala si es viable la interposición de la acción pauliana 
cuando el acto lesivo es anterior a la celebración del crédito. 
 6.2 Problemas secundarios: se podría considerar un problema secundario al 
monto pendiente de pago que postulan tanto el demandante como el 
demandado, a consecuencia del incumplimiento del pagaré. 
VII. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 
a.  NORMAS LEGALES: 
      a.1.1 De los demandantes: 
   a.1.2 Código Civil: El demandante ampara su demanda en el Art. 195 
del Código Civil, el mismo que confiere facultades al acreedor para 
solicitar la ineficacia de los actos jurídicos por los que se perjudique el 
cobro del crédito y/o incumplimiento de las obligaciones contraídas por 
el deudor. Asimismo, invoca también el Art. 1219 del Código Civil, el cual 
autoriza al acreedor a emplear medidas legales a fin de que los deudores 
procuren aquello a lo que están obligados, norma que ampara el derecho 
de los recurrentes para demandar la ineficacia del acto jurídico, a fin de 
que posteriormente respalde el cumplimiento de la obligación. 
   a.2.1 De los demandados: 
 a.2.2 Constitución: los demandados invocan la Constitución Política 
vigente y las disposiciones pertinentes del Código Civil y demás del 
Código Procesal Civil. 
a.2.3 Código Civil: Los demandados citan el artículo 1222° de la norma 
sustantiva, el cual expresa que cualquier persona, tenga o no interés en 
el cumplimiento de la obligación, sea con el asentimiento del deudor o 
sin él puede realizar el pago. Adicionalmente, invoca también el artículo 
1233°, el mismo que sostiene que la entrega de los títulos valores que 
constituyen órdenes o promesas de pago, solo extinguirá la obligación 
primitiva cuando hubiesen sido pagadas o cuando por culpa del 
acreedor se hubiesen perjudicado (…)  
 a.2.2 De los magistrados: 
a.2.3 Código Civil.- En la Sentencia de primera instancia, el Juzgado 
fundamenta su decisión   en el artículo 2012 de la norma sustantiva, 
afirmando que el demandante conocía de la existencia del anticipo de 
legítima al momento de la suscripción del pagaré, pues este se 
encontraba debidamente inscrito en Registros Públicos. 
Respecto a la Sala Superior, cabe precisar que suscribió todo lo 
argumentado por el a quo. Asimismo, concluyó que el demandante 
realiza una interpretación errónea del artículo 195°, dado que no se 
puede aplicar extensivamente [a los actos gratuitos] las disposiciones 
legales que le son exclusivos a los actos de disposición a título oneroso. 
Por último, la Corte Suprema invoca el artículo 195 del Código Civil, el 
cual difiere en interpretación del a quem, ya que sostiene que la citada 
norma no distingue que el acto de transferencia sea anterior o posterior 
al crédito cuando de actos gratuitos se trate- como en el presente caso- 
en ese sentido el Colegiado hace una interpretación errónea del 
segundo párrafo, ya que él mismo refiere a actos de disposición a título 
oneroso.  
 
a.2.4 Código Procesal Civil.-  los magistrados de primera instancia 
invocan el artículo 196 del Código Procesal Civil, respecto a  la carga de 
la prueba que propugna que aquel que alega un hecho o lo contradice, 




b.1  ACCIÓN PAULIANA 
 “Es aquel acto por el cual el acreedor obra en nombre propio y 
demanda que quede sin efecto el acto realizado por su deudor que 
comporta una disminución en el patrimonio de este, que así queda 
reducido a la insolvencia [es decir] carece de medios para pagar su 
deuda (…) En la acción revocatoria el demandante es el acreedor y los 
demandados son su deudor y el tercero que con este último se celebró 
el acto que se impugna por el acreedor” (León, 1991, p.211) 
El connotado jurista León Barandiarán (1991), manifiesta que la acción 
pauliana encuentra su fundamento inmediato en la garantía del patrimonio 
del deudor en favor del acreedor, siendo ello así expone las condiciones que 
se deben de presentar para interponer una acción pauliana, las cuales son: 
- Perjuicio del acreedor 
- Fraude por parte del deudor 
En cuanto al tema que este expediente propugna, y es la transferencia de la 
propiedad a título gratuito; el maestro Barandiarán expresa lo siguiente: 
(…) tratándose del acto gratuito, el fraude yace invicto en el ánimo del 
deudor, pues sabe, que causa daño indebido a su acreedor. La 
insolvencia en que viene a caer, no tiene porqué ser conocida por el 
tercero, el beneficiado con el acto gratuito. Es indiferente, pues, el fraude 
en dicho tercero. En lo que hace al acto oneroso, amén del fraude en el 
deudor, que conoce necesariamente de la insolvencia que le 
sobreviene, existe el fraude en el tercero, por el hecho que haya 
conocido aquella o simplemente por la presunción acerca de tal 
conoscencia (…) (p.212) 
 LEON BARANDIARAN, J. (1991). Tratado de Derecho Civil. Lima, Perú: WG 
Editor. 
 
b.2 ACCIÓN PAULIANA- ACREEDOR QUIROGRAFARIO 
 
 “(…) solo el acreedor quirografario goza del derecho a impugnar 
mediante la acción pauliana los actos que realice el deudor y que 
califique de fraudulentos, a fin de que tales actos queden sin efecto. La 
acción pauliana viene a ser, así, un remedio que la ley otorga a los 
acreedores quirografarios para la reconstitución del patrimonio del 
deudor” (Vidal, 2016, p.580) 
Vidal Ramírez (2016), aduce que la figura del fraude es completamente 
indesligable del estudio de la acción pauliana, toda vez que el fraude per se, 
le sirve de presupuesto.  
Además, expresa que el acto de disposición únicamente es inoponible a 
aquellos que no tienen garantizado su crédito por cualquiera de las garantías 
que señala la norma, esto es a los acreedores quirografarios, los mismos quienes 
a fin de hacer efectivo su crédito tienen que ir contra el patrimonio del deudor; 
a diferencia de los acreedores privilegiados o preferentes quienes sí tienen 
asegurado su crédito. (Vidal, 2016, p.579) 
En cuanto a la naturaleza jurídica de la acción pauliana, el destacado autor 
concluye que la acción pauliana no es real, sino creditoria, toda vez que en el 
supuesto de que fuera real el acreedor tendría un derecho puntual respecto 
del bien. Siendo ello así, el acreedor quirografario acciona con base en una 
relación obligacional que ha originado un crédito, en consecuencia, la acción 
que se deriva es de carácter obligatorio. (p. 583) 
VIDAL RAMIREZ F. (2016). Acto jurídico. Lima- Perú: Instituto Pacífico. 
b.3 ACCIÓN PAULIANA- INSOLVENCIA DEL DEUDOR 
Al respecto Vidal Ramírez señala que “(…) la sola insolvencia del deudor 
es causal para la procedencia de la acción pauliana, sino que se 
incluyen determinados actos, que sin colocar al deudor en estado de 
insolvencia, perjudican al acreedor al poner en peligro la efectividad de 
su crédito por razón del decrecimiento del patrimonio del deudor” 
(Citado en Ninamanco,p.446) 
Respecto a la Ineficacia del acto jurídico o Acción pauliana, Fort Ninamancco 
Córdova en su libro “La invalidez y la ineficacia del negocio jurídico”, analiza 
la figura del perjuicio, o también llamado  eventus dammi, como componente 
central de la acción pauliana; el cual considera, que sufre un especial 
descuido en la doctrina, originando con ello que los operadores jurídicos se 
encuentren desarmados al momento de resolver. 
En ese sentido, Ninamanco (2014) expresa que una percepción tradicional y 
amplia de la doctrina, refiere que solo se puede plantear la ineficacia del acto 
jurídico frente a aquellos actos que ocasionen una severa insolvencia en el 
deudor, no obstante ese requisito no es necesario y constituye una postura 
desfasada a la actualidad, ya que no es necesaria la insolvencia del deudor 
producto de la disminución patrimonial, sino del peligro de no cobrar. 
NINAMANCO F. (2014). La invalidez y la ineficacia del negocio jurídico en la          
  Jurisprudencia de la Corte Suprema. Lima- Perú: Gaceta Jurídica. 
 
b.4 ACTO JURÍDICO- ACCIÓN PAULIANA 
Aníbal Torres Vásquez (2014) define a la Ineficacia del acto jurídico, o 
también llamada Acción pauliana como: “medio de conservación de la 
garantía patrimonial consistente en el poder del acreedor de demandar 
judicialmente para que se declaren ineficaces respecto de él los actos 
con los cuales su deudor renuncia a sus derechos, o con los que 
disminuya su patrimonio conocido, disponiéndolo, grabándolo, de tal 
forma que le cause un perjuicio, imposibilitando o dificultando el 
recupero de su crédito(…) “ 
A diferencia de Fort Ninamanco, el jurista Anibal Torres Vásquez, sostiene que 
para que la acción pauliana prospere, tiene que haber un acto de disminución 
patrimonial. Asimismo, en el Código Civil de 1936, la acción pauliana era 
denominada “impugnación pauliana” 
TORRES VÁSQUEZ A. (2014) El acto jurídico. Lima- Perú: Idemsa 
b.5 FRAUDE A LOS ACREEDORES 
 “La nulidad es la negación de la tutela conservativa del negocio 
jurídico. Ella, más precisamente, es la particular condición del 
reglamento programa, que, no siendo idóneo a la conexión de los 
efectos típicos y fundamentales y no pudiendo como tal pretender la 
garantía jurídica de la propia realización, ni siquiera puede pretender la 
garantía jurídica de la propia realización, ni siquiera puede pretender la 
propia conservación por la contradicción lógica y normativa que no 
permite una conservación. El fraude contra los acreedores, por el 
contrario, no anula el acto de disposición sino lo convierte en ineficaz 
parcialmente o inoponible en la esfera jurídica del acreedor”    
En el presente párrafo, el autor expone las diferencias existentes entre la 
nulidad y la ineficacia por fraude a los acreedores o acción pauliana, a fin de 
demostrar que ambos remedios son incompatibles, ya que cuando hablamos 
de la acción pauliana estamos aduciendo a un acto que es ineficaz relativo, 
a diferencia de la nulidad que es ineficaz absoluto. 
Además de ello, menciona algo muy importante, y es que este poder que tiene 
el acreedor de demandar judicialmente la ineficacia de los actos de 
disposición tiene una naturaleza procesal.                                  




c. 1. Casación n° 381-2015- Lima Norte 
Sumilla: Actos de disposición efectuados por un solo cónyuge son ineficaces 
y no nulos. 
“En la presente jurisprudencia, Betty Magda Valderrama Mauricio interpuso 
demanda de nulidad de acto jurídico, a fin de que se declare la nulidad de 
la compraventa de acciones y derechos de fecha 13 de abril de 2004, del 
inmueble ubicado en el Lote 15 Mz. 116, Pueblo Joven P.M.V 
“Confraternidad”, del distrito de Los Olivos, inscrito en la Partida PO1049459, 
celebrada entre su finado esposo Nabor Antonio Díaz Trejo y Manuel Félix Díaz 
Trejo, por las causales contenidas en el artículo 219, inciso 1 y 7 del Código 
Civil.  
La Corte Suprema de Justicia declaró fundado el recurso de Casación 
interpuesto Manuel Félix Díaz Trejo , y actuando en sede de instancia 
revocaron la resolución apelada, reformándola declararon infundada la 
demanda de nulidad de acto jurídico; argumentando que el acto jurídico de 
disposición de un bien social celebrado por uno de los cónyuges sin 
autorización del otro es ineficaz por ausencia de facultades de 
representación respecto de la sociedad de gananciales, y por falta de 
legitimación para contratar del cónyuge celebrante, y no nulo como 
pretendía la demandante” 
Resolución s/n de 19 de agosto de 2015, expedida por la Sala Civil 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República. 
Gutiérrez, S. (26 de febrero de 2018). Disposición de los bienes sociales sin la 
intervención de uno de los cónyuges es supuesto de ineficacia de acto 
jurídico. Recuperado de: https://bit.ly/2NJZYZP 
 
c. 2 Casación n.° 12510-2016- Lima Norte 
Sumilla: Actos de disposición que ocasionan insolvencia en el deudor 
“El contrato de compraventa de 01 de octubre celebrado entre los 
demandados, reduce el patrimonio con el cual el deudor tiene que garantizar 
el pago de la mencionada acreencia. (…), se observa que la Sala Superior ha 
cumplido con verificar los requisitos legales contemplados en la norma 
sustantiva bajo análisis, esto es, el perjuicio al creedor; el tener conciencia del 
perjuicio que causa y que el tercero contratante tenga conocimiento del 
perjuicio que se irroga al acreedor (…) estableciendo que la empresa 
demandante mantiene una acreencia a su favor que debe ser honrada por 
el demandado. Existe un vínculo familiar entre los demandados, por lo que 
tenían conocimiento del perjuicio que se estaba generando mediante la 
celebración del contrato de compraventa” 
Resolución s/n de 26 de setiembre de 2018, expedida por la Sala de Derecho 
Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema. 
Jurisprudencia Nacional Sistematizada (26 de setiembre de 2017). 
Recuperado de: https://bit.ly/2EqKhYa 
VIII. DISCUSIÓN 
De autos se tiene, que en primera instancia la pretensión es desestimada, ya 
que el juzgador sostiene que el recurrente no acredita que se le haya 
causado un perjuicio, aunado a ello, sostiene que la carga de la prueba le 
corresponde a quien  alega los hechos. En ese sentido, si el recurrente postula 
que se le ha ocasionado un perjuicio, este tiene que ser probado. Del mismo 
modo, la Sala Especializada en lo Civil, confirma la sentencia bajo los mismos 
argumentos. 
Teniendo en cuenta lo esbozado y en concordancia con la doctrina revisada, 
la carga de la prueba no le corresponde al acreedor, toda vez que en los 
actos de disposición a título gratuito-como es el presente caso- el acreedor 
solo debe demostrar el perjuicio que le ocasionó aquel acto de disposición, 
¿y por qué es perjudicial? pues porque a causa del acto de disminución 
patrimonial, el deudor se halla en un estado de insolvencia, en consecuencia 
imposibilita el cobro de su acreencia. Le corresponde al deudor y al tercero 
la carga de la prueba sobre la inexistencia del perjuicio. 
A mayor abundamiento, Fort Ninamanco (2018) sostiene: (…) hoy ya no se 
habla de disminución patrimonial, mucho menos de insolvencia; sino de que 
existe un peligro de no cobrar  luego de realizados los actos de disposición del 
deudor, según la doctrina del año 50 en adelante. 
Por otro lado, la decisión del Juzgado se fundamenta en una interpretación 
particular al artículo 195° del Código Civil; toda vez que sostiene que el acto 
de disposición cuestionado tiene que ser posterior a la suscripción del crédito. 
En ese sentido, la doctrina consultada en el presente, establece que cuando 
de actos  de disposición a título gratuitos se trate- como bien menciona la 
Sala Civil de la Corte Suprema- se requiere como único requisito para el 
otorgamiento de la Acción pauliana: el eventus dammi ,ya que los otros 
requisitos que menciona el Código Civil son para los actos de disposición a 
título oneroso, sin perjuicio de que sea anterior o posterior a la suscripción del 
crédito. 
Al respecto, la vía procedimental para cada caso en particular (acto gratuito 
u oneroso) encuentra su fundamento en los requisitos requeridos para la 
interposición de la Acción pauliana, estos son: eventus damni y consilium 
fraudis, requisitos que son requeridos dependiendo si fueron otorgados a título 
gratuito o a título oneroso. Siendo ello así, para los primeros solo se requiere el 
perjuicio al acreedor “eventus damni”, para la interposición de la Acción 
pauliana; caso contrario de los actos de disposición a título oneroso que 
aunado al perjuicio al acreedor es indispensable que recurra el designio 
fraudulento “consilium fraudis”. 
Por consiguiente, la doctrina mayoritaria es de la postura que cuando 
estemos ante pretensiones de ineficacia de acto jurídico- Acción pauliana, el 
único requisito para su procedencia es el perjuicio al acreedor; ya que los 
demás requisitos esbozados en el artículo 195° del Código Civil, solo son 
viables cuando de actos a título oneroso se refiera. 
 
IX. CONCLUSIONES 
El problema principal del presente expediente radica en si procede una 
pretensión de ineficacia de acto jurídico cuando la suscripción del crédito 
es posterior al acto cuya ineficacia se solicita. 
Pues bien, en el presente caso, el acto de transferencia cuya ineficacia se 
reclama se elevó a Escritura pública el 28 de diciembre de 1999, 
posteriormente  fue registrado en Registros Públicos el 12 de junio de 2000; y 
con fecha posterior a estos actos, esto es el 15 de setiembre del año 2000 es 
que se suscribe el Pagaré origen de la obligación. 
Siguiendo esa misma línea, del presente se verifica que- en efecto- existe un 
crédito impago a favor del demandante; respecto al perjuicio al acreedor, se 
tiene que el acto de transferencia ocasionó una insolvencia del deudor, en 
consecuencia imposibilitaba el recupero de su crédito. 
Es así, que mediante sentencia de primera instancia se declaró infundada la 
demanda,  argumentando que el demandante no había acreditado el 
perjuicio que le ocasionó el acto de disminución patrimonial, tal y como alega 
en su demanda y a tenor del artículo 196 del Código Procesal Civil, el cual 
indica que la carga de la prueba le corresponde a quien afirma los hechos; 
en ese sentido, si el demandante está alegando un perjuicio, tiene que 
probarlo. 
Al respecto, desde mi perspectiva considero que la interpretación del a quo 
al artículo 195° del Código Civil referente a la acción pauliana, no fue 
correctamente interpretado, toda vez que ignoró el párrafo quinto de la 
precitada norma, la cual sostiene que es el deudor a quien le corresponde la 
carga de la prueba sobre la inexistencia del perjuicio; dicho de otro modo, el 
acreedor solo debe de probar la existencia de su crédito, mas no el perjuicio, 
porque el perjuicio se presume cuando del acto del deudor resulta la 
imposibilidad de pagar íntegramente la prestación debida o se hace 
dificultosa la posibilidad de cobro. Por consiguiente, no cabría lo postulado 
por el a quo, dado que el artículo 195° actúa como “disposición legal 
diferente”, porque invierte la carga de la prueba. 
En segunda instancia, la Sala confirmó la apelada bajo los mismos 
argumentos del A quo. Es en la Corte Suprema, donde se procede a realizar 
una interpretación sistemática del artículo 195 del Código Civil, en palabras 
de los demandados, toda vez que incluso cuando los actos de disposición 
que le causen perjuicio al acreedor son anteriores al nacimiento del crédito, 
estos pudieron ser previstos por el deudor, con la proyección de defraudar a 
su futuro acreedor; es decir, la mala fe no es exclusiva de los actos de 
disposición posteriores al crédito, tal y como lo sostiene la Corte Suprema, por 
lo que casaron la sentencia y en sede de instancia declararon fundada la 
demanda de Ineficacia de Acto jurídico.. 
X. RECOMENDACIONES 
De un estudio realizado a la institución del acto jurídico, en específico a su 
ineficacia, que es el tema que atañe al presente expediente, se tiene que la 
doctrina es escasa respecto a situaciones en las cuales el acto de disposición 
sea anterior a la suscripción del crédito (actos a título gratuito). 
En ese sentido, el artículo 195° se podría prestar a diversas interpretaciones, 
ya que como se puede observar, si identifica dicha situación (anterioridad del 
acto de disposición), pero solo para actos a título oneroso, lo que ocasiona 
una interpretación subjetiva por parte de los operadores del Derecho. 
Dicho esto, soy consciente de que la doctrina se inclina por la postura que 
declara ineficaces todos los actos de disposición a título gratuito, sin perjuicio 
de su atemporalidad. Entiendo también que es deber del Estado proteger el 
crédito, ya que este representa el desarrollo del sistema económico de un 
país.  
Asimismo, entiendo que la aplicación del artículo 195° del Código Civil al caso 
concreto fue la más acertada para la doctrina mayoritaria, toda vez que 
sostienen que dicha norma hace referencia a que todos los actos de 
disposición a título gratuito son ineficaces y que solo basta con demostrar el 
perjuicio al acreedor como único requisito para que el acto de disposición 
sea declarado ineficaz. En consecuencia, desde una perspectiva legal, fue 
la más acertada. 
No obstante, desde una mirada netamente personal, concuerdo con la 
sentencia de primera y segunda instancia, en cuanto a su resultado, mas no 
a sus fundamentos, ¿por qué?  
Punto n.° 1, sí estoy de acuerdo con el resultado, en tanto me encuentro 
conforme que se haya declarado infundada la demanda, pero no por la 
aplicación del artículo 2012° del Código Civil, que alude al principio de 
publicidad registral. Sino por los siguientes que paso a exponer. 
Punto n.° 2, Soy de la opinión que no todos los actos de disposición a título 
gratuito con anterioridad al crédito deben ser declarados ineficaces, toda 
vez que se exige como único requisito para su dación que exista el llamado 
eventus damni , perjuicio al acreedor, soslayando su naturaleza: el fraude. 
Al declarar ineficaces todos los actos de disposición gratuitos, estamos 
ignorando que la acción pauliana es una forma de fraude a la ley y que  tiene 
como principal componente al “fraude”. 
Punto n.° 3, el acreedor no era acreedor, y el deudor no era deudor al 
momento del acto de transferencia, por lo que considero inaudito la 
declaración de ineficacia para los actos de disposición anteriores al crédito. 
Pienso que no podemos presumir la existencia del designio fraudulento por 
parte del deudor, sin admitir prueba en contrario; teniendo en cuenta- como 
decía el maestro León Barandiarán- que el Derecho es un campo fáctico y 
no un campo onírico ¿Es válido acreditar el designio fraudulento con una 
simple suposición y/o presunción? 
Dicho esto, comparto los fundamentos del Código Civil de 1936 que requería 
como requisito la preexisencia del crédito. A diferencia del Código Civil de 
1984, que se torna más asequible a los grandes intereses. 
Finalmente, desde mi perspectiva, considero que la decisión a la cual llegó la 
Corte Suprema no fue la más apropiada desde un punto de vista personal, 
por lo que expuse en líneas precedentes: <<el acreedor, no era “acreedor” 
en el tiempo que se realizó la transferencia del bien, por ende no se podría 
perjudicar a alguien que no existe, y para mí, la simple presunción no basta, 
porque la presunción descansa dentro del marco onírico y escapa del campo 
fáctico, y eso no es el Derecho>>. Aunado a la exclusión del elemento 
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La presente causa seguida contra la inculpada por el delito contra la Vida, el 
Cuerpo y la Salud- Parricidio en grado de tentativa en agravio de su menor 
hija de un (1) año, por haber intentado causar su muerte habiéndole 
administrado raticida mezclado con jugo en su biberón, después de haber 
sostenido una discusión con su madre y padre de su hija. 
Mediante sentencia de primera instancia, la Primera Sala Especializada en lo 
Penal para Procesos con Reos en Cárcel, falla condenando a la imputada a 
cuatro años de pena privativa de la libertad. El Ministerio Público interpone 
recurso de nulidad, en atención a que no se ha apreciado debidamente la 
naturaleza del delito. 
En ese sentido, resolviendo la nulidad, la Sala Suprema declaró haber nulidad 
en la sentencia primera instancia y reformándola, absolvieron a la procesada 
de la acusación fiscal por el delito de parricidio en grado de tentativa debido 
a que la procesada impidió la consumación de manera voluntaria. 
PALABRAS CLAVES 









I. SÍNTESIS DE LOS HECHOS QUE MOTIVARON LA INVESTIGACIÓN POLICIAL 
 
1.1 SÍNTESIS DEL ATESTADO POLICIAL 
Conforme al Atestado, se desprende que con fecha 10 de diciembre del año 
2002, mientras transcurría el horario del almuerzo; la imputada Santos 
Alejandrina Ávila Villanueva propinó una palmada a la agraviada de iniciales 
M.A.I.A (1) por derramar la sopa; ocasionando que la madre de la 
denunciada le llame la atención por su accionar violento. 
Luego de ese episodio, la denunciada se dirigió junto a su menor hija al 
Hospital Central de la PNP a una consulta médica, retornando a las 08:00 p.m 
a su domicilio. A la mañana siguiente a las 08:00 am., la denunciada discute 
nuevamente con su señora madre, quien en momentos de ira decide botarla 
de su casa; lo que originó que la denunciada se dirija al trabajo del papá de 
la menor agraviada, el Técnico de 3ra. PNP Antonio Izarra Ortiz (30), a fin de 
solicitar ayuda, encontrando  una negativa como respuesta. 
En esas circunstancias, la denunciada pone en conocimiento del papá de la 
menor que iba a matarse junto con su hija, hecho que fue ignorado por este 
último, por lo que decide retirarse del  lugar, ante la negativa de apoyo por 
parte de éste. Siendo aproximadamente las 11:00 am., y luego de deambular 
por el lapso de una hora por las calles, decide comprar cinco sobres de 
veneno para ratas marca CAMPEÓN y cuatro pastillas de Diazepan; 
dirigiéndose hacia el Hotel Francisco Pizarro ubicado en el distrito del Rímac. 
Una vez instalada en el interior del hotel, la denunciada dio de beber la 
mezcla de dos sobres de veneno para ratas con cocoa en el biberón de la 
menor. Acto seguido, cuando la denunciada observó que la menor empezó 
a convulsionar, salió raudamente a pedir ayuda llevándola al Hospital 
Augusto B. Leguía del Rímac, donde se logró estabilizar a la menor, quedando 
a disposición de la comisaría del sector.  
1.2 SÍNTESIS DE LA DENUNCIA PENAL 
Dimana de los actuados que con fecha 11 de diciembre del 2002, a horas 
11:00 am., la denunciada luego de mantener una discusión con su señora 
madre y con el SOT3 PNP Antonio Izarra Ortiz, padre de la menor agraviada, 
decide comprar cinco sobres de veneno “CAMPEÓN”, y 4 pastillas de 
Diazepan, mezclando 2 sobres de veneno con cocoa, mezcla que le dio de 
beber en el biberón a su hija, la misma que al ponerse mal, fue evacuada por 
la denunciada al Hospital B. Leguía, siendo intervenida la denunciada y 
puesta a disposición de la dependencia policial del sector, la misma que 
acepta la comisión del ilícito penal como se puede advertir de la 
manifestación policial . 
II. SÍNTESIS DE LA DECLARACIÓN INSTRUCTIVA 
Declaración instructiva de la inculpada Santos Alejandrina Ávila Villanueva: 
Conforme se desprende de la Declaración Instructiva de fecha 12.12.2002, 
tomada a la inculpada Santos Alejandrina Ávila Villanueva, natural del 
departamento de Trujillo, con fecha de nacimiento 29.12.1974, de estado civil 
soltera con una hija, con estudios superiores en obstetricia, de ocupación ama 
de casa; quien indica que no consume licor, no fuma cigarrillos, no consume 
drogas, no registra antecedentes penales. 
Que, el representante del Ministerio Público exhortó a la inculpada, a fin de 
que responda con la verdad a las preguntas a formular. En ese orden de ideas 
manifestó que se encuentra conforme con todo lo declarado a nivel policial. 
Posteriormente, con fecha 07.01.2003, se realizó la continuación de 
Declaración instructiva en el local ambientado para las diligencias judiciales 
ubicado en el Establecimiento Penal Santa Mónica; en el cual manifestó que 
se encontraba conforme con el contenido de su manifestación policial y se 
ratifica en el contenido de la misma. En la presente manifestó que se 
dedicaba a su casa y a cuidar a su menor hija y que no vivía con el padre de 
la misma. 
Asimismo, manifestó que de vez en cuando (sic), cada quince o veinte días el 
padre de la menor le pasaba S/. 40.00 soles para la manutención; además de 
manifestar que trabajaba eventualmente cuidando pacientes hasta que 
quedó embarazada nuevamente, por lo que no contaba con otro tipo de 
ingresos; y que no vivía con el padre de su hija el policía técnico de tercera 
Antonio Izarra Ortiz- porque él estaba casado, pero no tenía hijos. 
La inculpada adujo que en un inicio la relación se mantenía estable con el 
padre de la menor, pero a raíz del nacimiento de la menor afloraron los 
problemas económicos, además de mostrar un interés nulo por la menor: no 
manifestaba afecto, no la cargaba, no le hacía caricias y tampoco le pasaba 
una pensión; aclarando también que nunca fue víctima de violencia física 
por parte de este. 
Respecto a la esposa del padre de la menor, manifestó que esta si tenía 
conocimiento de su relación extramatrimonial y de la existencia de la menor, 
y que incluso en una oportunidad discutieron de forma moderada, en la cual 
la inculpada le confesó que sí tenía conocimiento de que el Sr. Antonio Izarra 
Ortiz era casado, pero que este le había afirmado que iba a divorciarse 
porque no era feliz. En cuanto a la madre de la inculpada, manifestó que 
cuando le confesó que estaba embarazada de un hombre casado, esta se 
puso a llorar de decepción, ya que sostenía que el padre no se iba a hacer 
cargo y que quedaría como una “madre soltera”. Posteriormente, los 
hermanos se enteraron, y si bien es cierto al principio la criticaron, supieron 
entenderla con el pasar del tiempo. 
En cuanto al motivo por el cual su madre la botó de su casa, adujo que 
siempre discutían por la manera en la que le llamaba la atención a la menor, 
a pesar de que los maltratos no eran frecuentes porque solo la corregía 
cuando hacía travesuras y porque el padre no quería estar con ellas. 
Ante la pregunta que le realizó la fiscal, respecto a cuál había sido la causa 
que la impulsó a atentar contra la vida de su menor hija Milagros, manifestó 
que se había quedado sin trabajo, discutió con su mamá, aunado a ello el 
padre de la menor la desamparó cuando pidió ayuda, por lo que se retiró 
molesta profiriendo que acabaría con su vida y la de su hija. Además, indicó 
que nunca antes había intentado atentar contra la vida de su menor hija, 
pero sí con la de ella. 
En lo referente al episodio trágico para con su menor, reveló que acudieron 
al Hotel de la Av. Francisco Pizarro, cuyo nombre no recuerda, y le hizo ingerir 
dos sobres de raticida en cinco onzas en su biberón con cocoa, y ella solo 
tomó una pequeña cantidad, ya que al ver a su hija convulsionando corrió a 
auxiliarla llevándola al Hospital de la Policía B. Leguía. 
Finalmente, pidió perdón a Dios y a la justicia, adujo también que su intención 
nunca fue maltratar a su hija, además añoraba poder estar con su hija para 
pedirle perdón y recuperar el tiempo perdido con ella. 
Por otro lado, cabe precisar que no se actuó la diligencia consistente en el 
examen psicológico a la menor agraviada, testimonial del personal policial y 
examen médico legal de la menor agraviada,  ya que no fue proveído por la 
Judicatura. 
III. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS AFIRMADOS 
POR LAS PARTES 
3.1 Concordancias: 
     - El Ministerio Público y la procesada coinciden en que luego de haber 
discutido con su madre y padre de la menor, esta última acudió hasta el Hostal 
Francisco Pizarro, en donde se hospedó, llevando consigo a su menor hija, 
donde le suministró cinco sobres de veneno “CAMPEÓN”, y 4 pastillas de 
Diazepan, mezclando 2 sobres de veneno con cocoa, mezcla que le dio de 
beber en el biberón a su hija, la misma que al ponerse mal, fue evacuada por 
la denunciada al Hospital B. Leguía. 
  - En tal virtud, se tiene que la procesada asume su plena responsabilidad en 
el delito de parricidio en grado de tentativa. 
3.2 Contradicciones: 
  - Dado que la procesada se acogió a la confesión sincera, asumiendo así su 
plena responsabilidad en el delito imputado, se concluye que no existen 
contradicciones con el Ministerio Público. 
IV.  SÍNTESIS DEL JUICIO ORAL: 
10.1 De la inculpada Santos Alejandrina Ávila Villanueva. -En la Sala de 
Audiencias del Establecimiento Penal de Mujeres de Chorrillos, el 09 de Enero 
del 2004, se reunió el Colegiado de la Primera Sala Penal con Reos en Cárcel 
de Lima, siendo el Director de Debate Raúl Ruben Acevedo Otrera. 
La procesada de 27 años, manifestó ante el Director de Debate sentirse 
responsable porque quiso matar a su hija y atentar contra su vida misma. 
Seguidamente ante la representante del Ministerio Público expresó que se 
dedicaba al cuidado de su hija, y que dejó de trabajar a raíz del segundo 
embarazo. Manifestó también, que tenía conocimiento de que el padre de 
su hija era casado desde el primer mes, no obstante continuó con él durante 
tres años de relación. 
Respecto al episodio fatídico, adujo que luego de la discusión con su madre, 
solicitó ayuda al padre de su hija porque consideraba que era responsable 
de su persona y de la menor, pero que lamentablemente era casado y pese 
a sus promesas de que en algún momento se iba a hacer cargo de todo; solo 
se quedaban en eso: meras promesas, ya que cuando solicitó su ayuda 
obtuvo una negativa como respuesta. 
En ese orden de ideas, expresó que compró el diazepan para ella porque no 
quería sentir dolor, buscaba estar inconsciente; sin embargo solo logró 
ponerla somnolienta. Seguidamente preparó los tres sobres de veneno y se lo 
dio de beber en el biberón de la menor, en cuanto se dio cuenta de su estado 
crítico dejó todo y salió con la niña con dirección al Hospital. En lo que 
concierne a su embarazo, manifestó que no quería ser un obstáculo para su 
familia y por eso tomó tal decisión, ya no quería ser una carga para su familia. 
Seguidamente, el Señor Director de Debates interrogó a la acusada, la misma 
contó que conoció al padre de su hija en el Hermelinda Carrera donde ella 
trabajó como enfermera y él como custodio, la amistad surgió y luego de un 
mes de relación le confesó que era casado, pero que no tenía hijos, que no 
era feliz y que en un futuro se iba a divorciar de su esposa; originando en ella 
la ilusión de una familia. Posteriormente, cuando nació la menor corrió con los 
gastos de alumbramiento, tiempo después solo le daba S/. 20.00 las pocas 
veces que la visitaba e incluso nunca le obsequió algo, y cuando se enteró 
que estaba embarazada nuevamente no quiso tener al bebé, pero que el 
padre de la menor le dijo que lo tenga, que iba a cambiar. 
En cuanto a su permanencia en el penal, expresó que se dedica al cuidado 
de su hijo menor, ya que este nació dentro del penal y reitera que no lo 
considera un obstáculo en su vida. Asimismo, alegó que cuando salga del 
penal buscará trabajo y tratará de recuperar a su hija, quien se encontraba 
al cuidado de su padre, y que este la puso en un nido, pero que no la había 
reconocido legalmente. 
Posteriormente, con fecha 16.01.2004, a efectos de continuar con los debates 
orales en la causa penal, se llevó a cabo la continuación del Juicio Oral, en 
la cual la abogada defensora de la acusada solicitó la ampliación de la 
declaración de su defendida, argumentando que dicha ampliación versará 
sobre la paternidad de su menor hijo y no sobre el fondo del asunto. La 
inculpada relató que el Sr. Izarra Ortiz no era el padre de su segundo hijo, sino 
su ex enamorado de hace algunos años, con quien se encontró de manera 
casual, quien era profesor de un colegio y que estaba casado. Relató 
también, que este sujeto no se quiso hacer responsable, por lo que pensó 
abortar y la única solución que tuvo en mente fue atribuirle la paternidad al 
padre de su primera hija. 
10.2 Del testigo Antonio Izarra Ortiz. – seguidamente pasó el testigo Antonio 
Izarra Ortiz de 36 años, quien es el padre de la menor agraviada, con 
instrucción superior Sub Oficial PNP, de estado civil casado; posteriormente 
pasó a ser interrogado. 
El testigo relató que conoció a la inculpada cuando ambos trabajaron en el 
Hermelinda Carrera y que desde un primer momento no ocultó su estado civil, 
por lo que no tenía pensado terminar con su matrimonio para formalizar 
con  la madre de la menor. Adujo, que cuando se enteró que iba a ser padre 
apoyó en todo momento a la madre de su menor hija, incluso una vez que 
nació cumplía de acuerdo a sus posibilidades y que cuando iba a verla 
mensualmente le daba lo que tenía en el bolsillo [dinero]. Siendo ello así, este 
señor decidió terminar su relación extramatrimonial de dos años, porque su 
esposa se enteró de la verdad, porque la inculpada se dio el lujo (sic) de 
buscarla; no obstante su esposa supo entender. 
Respecto al episodio fatídico, declaró que la inculpada fue a buscarlo en su 
trabajo, el cuartel Juan Medina; donde le comentó la discusión que 
aconteció con su madre; a lo que le respondió que para ayudarla tenía que 
esperar un tiempo prudencial para buscar un cuarto dónde alojarla, luego de 
un breve cruce de palabras se retiró del lugar con su hija llorando. 
Posteriormente recibe la llamada del Hospital donde le indicaron que su hija 
había sufrido un accidente. 
Seguidamente, ante las preguntas de la abogada defensora, manifestó que 
pretendía llamar a la mamá de la inculpada a fin de solucionar el problema, 
y que si bien es cierto esta le manifestó sus ganas de acabar con su vida y la 
de su hija; jamás pensó que fuera capaz de concretarlo, ya que de haberlo 
sabido lo hubiera impedido. 
10.3 De la testigo María Luisa Ávila Villanueva. – previa juramentación, la 
testigo de 33 años de edad hermana de la inculpada, respondió al 
interrogatorio, manifestó que el padre de la niña llegaba a casa con su 
maletín y no llevaba dinero para la menor, por lo que no pudo haberle dicho 
que su hermana maltrataba a la misma. En cuanto al evento de fondo, relató 
que su mamá le contó lo sucedido, pero que ella no se encontró presente. 
Respecto al carácter de su hermana, recordó que cuando jóvenes siempre 
fue alegre, en el trabajo tenía amigos y que cuando conoció al padre de la 
menor, se echó a perder. 
10.4 De la testigo Carmen Villanueva Aguilar. -   previa juramentación, la 
testigo de 57 años de edad, cuyo parentesco es madre de la inculpada, 
manifestó que su hija se encontraba deprimida porque el padre de su nieta 
negó la paternidad del segundo bebé, pese a que le reclamó a este que no 
debió de embarazarla porque ya tenían una relación conflictiva. Asimismo, 
expresó que en efecto, hubo una discusión con su hija, por el mal carácter 
que tenía debido a la depresión que le causó el embarazo. 
10.5 De la pericia psicológica. – el perito examinado concluyó que la pericia 
psicológica arrojó que la inculpada presenta rasgos histriónicos porque se 
manifiesta como el centro de atención, presenta además rasgos de 
depresión marcadas que puede considerarse atenuante; en cuanto a su 
personalidad tiene dificultad para controlar su agresividad. Respecto a la 
falta de apoyo del padre y de su familia, podría considerarse que actuó 
movida por la venganza, ya que es propio de la personalidad histriónica el 
hecho de querer ser atendida por su pareja y cuando no se cumple ese 
supuesto puede actuar por venganza y resentimiento; además la persona 
histriónica tiende a contraer relaciones con personas de carácter 
maltratador, agresivo o dominante, ese es el enganche psicológico, la 
relación puede ser patológica, anormal, lo que revelaría una psicopatía pura. 
Asimismo, ante la pregunta de la abogada defensora respecto a cuánto 
influye el abandono por parte del padre a la inculpada en la edad adulta, 
respondió que el abandono del padre obliga a la pérdida de la definición o 
valores paternos, pero si la madre asume una adecuada condición en cuota 
de crianza y educación no hay ningún problema. Puntualmente en la 
estructura familiar de la inculpada, se pudo constatar que hace falta un 
modelo de conducta, y presenta altibajos en la moral y disciplina. 
Por último, manifestó que la inculpada presenta una reacción depresiva, no 
una depresión, y es una situación menor que una patología grave, dura dos 
meses hasta tres años, hay melancolía, falta de esperanza frente a la vida y a 
los conflictos, hay pérdida de la conciencia y de la voluntad. 
10.6 De la pericia psiquiátrica. –  el perito entrevistado expresó que la pericia 
psiquiátrica concluyó que la inculpada presenta una personalidad normal 
con rasgos histriónicos que saltan a la vista, personalidad que se caracteriza 
porque tienen mal control de sus impulsos, bajo determinadas circunstancias 
son inseguros, volubles, manipuladores, no dominan sus impulsos, son personas 
seductoras para obtener algún beneficio, pertenecen al grupo de personas 
inmaduras. 
Respecto a la pregunta, si consideraba que la niña representaba más valor a 
su venganza, respondió que probablemente, ya que por la tendencia a la 
manipulación puede haber pensado que podía controlar a su pareja, como 
no maneja sus impulsos no se da cuenta del daño que podía haber 
ocasionado. Asimismo, manifestó que la persona con rasgos histriónicos 
pueden poner en riesgo la vida de los demás ya que no controlan sus 
impulsos. 
En ese sentido, señaló que el diagnóstico médico arrojó que presenta una 
personalidad histriónica, bajo estado depresivo, perdió el control de su 
personalidad y baja tolerancia a la frustración por la mala relación con la 
pareja que genera esa frustración. Asimismo, recalcó que el examen 
psicopatológico es completo, no hay alucinaciones en la esfera perceptiva, 
tiene pensamientos normales, y si bien no es normal, se encuentra dentro de 
los rasgos normales, y su principal característica es la impulsividad. 
Seguidamente, manifestó que en situaciones de estados depresivos la muerte 
aparece como única posibilidad, además expresó que el mal control de los 
impulsos no  ocasiona una leve alteración de la conciencia, la inculpada 
presenta conciencia. No obstante, manifestó que el hecho que impulsó el 
hecho por la cual es procesada, es que su estado fue producto de la 
desavenencia y abandono por parte de la pareja e inseguridad que lo 
representa como arrepentimiento. 
10.7 De la fiscal. – la representante del Ministerio Público aseguró que se 
encuentra acreditado que la procesada intentó dar muerte a su menor hija 
configurándose el delito de parricidio, para el cual utilizó el veneno Campeón 
que le administró en el biberón, con el mismo objeto empleó “Diazepan” para 
autoeliminarse de manera consciente y premeditada, ya que como Técnica 
de Enfermería conocía de las consecuencias. Asimismo, si bien es cierto que 
lo acontecido fue producto de la desavenencia con sus familiares y pareja, 
bien sabía ella que no la iban a dejar desamparada. 
Sostiene la fiscal que, lo que buscó la procesada fue eliminar el fruto de su 
relación, y lo que esa niña podía representar para su padre, porque este no 
tenía hijos dentro de su matrimonio; por ende utilizó a la niña como parte de 
su venganza, por lo que se encuentra acreditada la responsabilidad penal de 
la acusada y la comisión del delito en grado de tentativa. Si bien en un 
momento dado se desistió del hecho, habría tenido como propósito atentar 
únicamente contra su hija, por eso le dio el veneno primero; empero como no 
se concretó solo se está juzgando la tentativa. 
Por lo que solicitó, se impongan doce años de pena privativa de libertad y al 
pago de diez mil nuevos soles por concepto de reparación civil que deberá 
abonar a favor de la agraviada. 
10.8 Del abogado defensor. – el abogado defensor expresó sus alegatos y 
suscribió los hechos contenidos en el expediente; no obstante explicó que 
estos acontecieron dentro de un marco de estado de depresión y 
desesperación, al sentirse abandonada por sus familiares y su pareja; 
entonces al encontrarse en ese estado de necesidad se vio impulsada a 
eliminarse, ha sido empujada a esa situación, si sus familiares la hubieran 
acogido no estaría en el banquillo de los acusados. 
En ese sentido, el abogado defensor contrastó su postura con las pruebas 
periciales las cuales indican que presenta una personalidad histriónica, que 
no es una persona normal óptima para desenvolverse y presenta problemas 
psicológicos. Asimismo, citó el artículo 18 del Código Penal, el cual sostiene 
que solamente se le pondrá poner una pena a quien se ha arrepentido 
activamente y solo será pasible de condena cuando los actos practicados 
constituyen por sí solo otros delitos, los actos cometidos bajo ese grado de 
desesperación superado en un acto de lucidez, efectuado cuando 
vio  sufriendo a su menor hija, y no dudó en llevarla al hospital 
Al finalizar la exposición del abogado defensor, la procesada manifestó su 
sufrimiento al hallarse lejos de sus padres y su hija, por lo cual mostró 
arrepentimiento y pidió perdón. 
V. ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
5.1 SENTENCIA DE LA SALA PENAL DE LA CORTE SUPERIOR 
 
- Sentencia de la Sala Penal de la Corte Superior expedida por la 1° Sala 
Especializada en lo Penal para procesos con reos en cárcel de la Corte 
Superior de Justicia de Lima. 
- Resolución s/n de 28 de enero de 2004 
“… FALLA: CONDENANDO a Santos Alejandrina Ávila Villanueva como 
autora del delito contra la Vida, el Cuerpo y la Salud, Parricidio en grado 
de tentativa en agravio de Milagros Alejandra Izarra Ávila, imponiéndole 
CUATRO AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD EFECTIVA; que 
computados desde el día doce de diciembre del 2002, fecha desde la que 
viene sufriendo carcelería, vencerá el día 11 de setiembre de 20006; 
FIJARON: En la suma de S/. 500.00 soles el monto que por concepto de 
reparación civil deberá abonar la sentenciada a favor de la agraviada. 
La Sala Penal de la Corte Superior valoró la gravedad del ilícito, la naturaleza 
del medio empleado, la falta de motivación para consumar el delito, que 
quedó reducido al grado de tentativa, la confesión sincera y sus condiciones 
personales, la misma que no registra antecedentes delictivos. Así como 
también, en acto oral demostró arrepentimiento. 
5.2 SENTENCIA DE LA SALA PENAL DE LA CORTE SUPREMA 
- Sentencia de la Sala Penal de la Corte Suprema expedida por la Sala 
Penal Transitoria. 
       - Resolución s/n de 20 de julio de 2004. 
       “(…) declararon HABER NULIDAD en la sentencia que condena a la 
procesada SANTOS ALEJANDRINA ÁVILA VILLANUEVA, como autora del 
delito de parricidio en grado de tentativa, en agravio de Milagros 
Alejandra Izarra Villanueva, a cuatro años de pena privativa de libertad 
efectiva, con lo demás que sobre el particular contiene; y reformándola 
ABSOLVIERON a la citada procesada de la acusación fiscal por el delito 
de parricidio en grado de tentativa (…)” 
A diferencia de la sentencia de la Corte Superior, la Corte Suprema concluye 
que el desistimiento voluntario que impide la consumación del delito, debe de 
premiarse con la absolución. Teniendo en cuenta el contexto en el cual se 
desarrolló la tentativa, dado que la procesada frustró la consumación del 
evento delictivo debido a un fuerte estado de depresión. 
Los hechos tomados en cuenta por la Sala Penal de la Corte Suprema son los 
siguientes: 
- El desistimiento voluntario de proseguir con los actos de ejecución del 
delito en consecuencia, se impide que se produzca el resultado, a 
tenor del artículo 18 del Código Penal. 
- Se desistió por su propia voluntad, impidiendo la consumación. 
- Confesión sincera. 
No tomó en cuenta el argumento del Ministerio Público, el cual refiere que la 
confesión sincera debe valorarse prudentemente, en consecuencia, la 




 6.1 Problema principal o eje.- el eje del proceso es la disyuntiva que existe 
entre el Ministerio Público y la Sala Penal de la Corte Suprema, respecto a la 
aplicación de los artículos 16° y 18°.  
Mientras que para el Ministerio Público la aplicación del artículo 16° debe ser 
aplicada de manera prudente, es decir, que si bien es cierto el Código permite 
atenuar la pena, esta deberá ser evaluada prudentemente por el juez. 
Por otro lado, la Sala Penal Transitoria, invoca el artículo 18° del Código Penal, 
el cual señala que si el agente desiste voluntariamente de proseguir con los 
actos de ejecución del delito o impide que se produzca el resultado, será 
penado solo cuando los actos practicados constituyen otros delitos, y en el 
presente caso, se tiene que la procesada ha desistido por su propia voluntad.  
Por ende, el eje de la presente causa, radica en la aplicación de ambos 
artículos al caso concreto. Ya que la procesada ha brindado su confesión 
sincera, admitiendo el hecho delictuoso que se le imputa. 




VII. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 
 a. Normas legales 
En el presente caso, por tratarse de un delito contra la Vida, el Cuerpo y la 
Salud- Parricidio en grado de Tentativa, se ha hecho mención a  la siguiente 
normativa: 
 a.1. Del Ministerio Público.- la representante del Ministerio Público amparó su 
Acusación fiscal en los artículos: 11°, 12°, 16°, 18°, 23°, 25°, 45°, 46°, 92°, 93° y 
107° del Código Penal. 
El Ministerio Público amparó su acusación en el artículo 16° del Código Penal, 
el cual sostiene que el juez disminuirá prudencialmente la pena, cuando el 
agente comienza la ejecución de un delito, sin consumarlo. 
El artículo 45° y 46°, refiere a los presupuesto para fundamentar y determinar 
la pena, así como las circunstancias de atenuación y agravación; en el 
presente, el juzgador deberá de tener en cuenta, la situación de 
vulnerabilidad en la que se hallaba la inculpada, así como también la 
carencia de antecedentes penales y/o la voluntad de reparar el daño 
ocasionado. 
Por último, la representante del Ministerio Público, invoca los artículos 92°, 93° 
, por lo que solicita el pago de diez mil soles por concepto de reparación civil 
a favor de la menor agraviada y el artículo 107° que describe el supuesto de 
hecho y la consecuencia jurídica del delito de parricidio, en consecuencia 
solicita se imponga doce años de pena privativa de la libertad a la inculpada. 
 a.2. De la inculpada.- la procesada invocó los artículos 17° y 18° referentes a 
la tentativa, alegando que no es punible la tentativa cuando es imposible la 
consumación del delito, en ese sentido manifestó que el delito no se consumó 
por iniciativa propia, al momento que recuperó la lucidez, y se percató del 
daño que iba a ocasionar en la menor. Aunado a ello, a tenor del artículo 18°, 
manifestó que desistió de continuar la ejecución del hecho, por lo que no se 
produjo el resultado querido en un inicio. 
 a.3. De los magistrados.- Los magistrados de la Corte Superior de Justicia, 
fundamentaron su decisión en los artículos 6°, 11°, 12°, 16°, 25°,45° ,46°, 92°, 107 
del Código Penal, argumentando en su sentencia que en la pena a 
establecer debe de valorarse la gravedad del ilícito, la naturaleza del medio 
empleado, la falta de motivación para consumar el delito que quedó 
reducido al grado de tentativa, la confesión sincera y finalmente se valora sus 
condiciones personales, y en el presente caso,  la procesada no registraba 
antecedentes delictivos, así como también  demostró su arrepentimiento. 
Por otro lado, la Corte Suprema invocó el artículo 18° el cual indica que si el 
agente desiste voluntariamente de proseguir los actos de ejecución del delito 
o impide que se produzca el resultado, será penado solo cuando los actos 
practicados constituyen por sí otros delitos. En el presente caso, la inculpada 
impidió que se produzca el parricidio, ya que auxilió a la menor y la llevó al 
hospital, mostrando con ello arrepentimiento. 
En tal virtud, emitió resultado  y favorable para la procesada; en ese sentido, 
valoró que la inculpada haya frustrado la consumación del evento delictivo 
y que este fue impulsado debido a un estado de depresión producto de los 
problemas familiares que la perturbaban, por lo que a tenor del artículo 18° 
del Código Penal que señala que si el agente desiste voluntariamente de 
proseguir con los actos de ejecución del delito o impide que se produzca el 
resultado, será penado solo cuando los actos practicados constituyan por sí 
otros delitos. 
Siendo ello así, se tiene que la procesada impidió la consumación de manera 
voluntaria, por lo que la Sala Suprema declaró haber nulidad en la sentencia 
de fecha 28 de enero de 2004 y reformándola, absolvieron a la procesada de 




 b. Doctrina 
  
 b.1 PARRICIDIO 
El delito de parricidio tiene una definición específica para el Ordenamiento 
jurídico peruano, y uniforme respecto a los diversos autores. En tal virtud, el 
artículo 107° del Código Penal de 1991, lo define de la siguiente manera: “El 
que, a sabiendas mata a su ascendiente, descendiente, natural o adoptivo, 
o a una persona con quien sostiene o haya sostenido una relación conyugal 
o de convivencia, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de 
quince años. 
La pena privativa de libertad será no menor de veinticinco años, cuando 
concurra cualquiera de las circunstancias agravantes previstas en los 
numerales 1, 2, 3 y 4 del artículo 108°.  
En caso de que el agente tenga hijos con la víctima, además será reprimido 
con la pena de inhabilitación prevista en el inciso 5 del artículo 36°1” 
En ese sentido, considero que existe unanimidad en referente a su definición 
ya que el dispositivo penal es bastante claro.  
Al respecto, el destacado jurisconsulto, Dr. Luis Alberto Bramont Arias Torres, en 
su libro “Manual de Derecho Penal”, precisa que es necesario  realizar una 
diferencia fundamental con el delito de asesinato, toda vez que en el 
parricidio, la calificante no está referida a circunstancias, sino a la relación 
personal entre los sujetos; en consecuencia, la doctrina lo denomina como 
“homicidio de autor” 
Siguiendo esa misma línea, respecto a la tipicidad objetiva el precitado jurista 
afirma que el parricidio es un delito de autor, ya que la determinación de 
quién puede ser sujeto activo ya viene establecido en el dispositivo legal. Es 
así que, el sujeto activo está relacionado con el sujeto pasivo, esto es: 
ascendiente, descendiente, ya sea natural o adoptivo, o quien sostiene o 
                                                             
1 Artículo modificado por el artículo 1° de la Ley N° 30323, publicada el 7 de mayo de 2015. 
haya sostenido una relación conyugal o de convivencia [la separación de 
cuerpos no elimina la existencia del delito de parricidio]. 
BRAMONT L. & GARCÍA M. (2015). Manual del Derecho Penal, Parte especial. 
Lima- Perú: San Marcos  
 b.2  BIEN JURÍDICO PROTEGIDO 
 Respecto al bien jurídico protegido, Bramont-Arias señala lo siguiente:  
“El bien jurídico es el interés jurídicamente protegido, es aquello que la 
sociedad establece como su fundamento básico para lograr un desarrollo 
armónico y pacífico (es un valor ideal de carácter inmaterial).Todo tipo de 
delito debe incluir un comportamiento humano capaz de provocar la puesta 
en peligro –real, claro e inminente- o la lesión de un bien jurídico –de 
conformidad con el artículo IV del TP. Del CP: principio de lesividad. La cualidad 
del bien jurídico es, por tanto, algo que crea la Ley y no algo pre-existente en 
ella misma. Generalmente, el tipo no designa literalmente el bien jurídico 
protegido, sino que este viene consignado expresamente en los rubros de los 
títulos y capítulos que contiene nuestro Código Penal, resulta entonces una 
agrupación sistemática que ordena nuestro Código. La defensa del bien 
jurídico es lo que le da sentido a todo el ordenamiento jurídico penal”2 
En ese sentido, todo delito vulnera un bien jurídicamente protegido, ya que el 
bien jurídico es funcional al delito, es decir para que exista un delito, es 
necesario que exista un bien jurídico a ser vulnerado. Asimismo, el autor sostiene 
que el bien jurídico, es la piedra angular de la sociedad, en cuya defensa 
deben estar avocados los integrantes de una comunidad. 
BRAMONT-ARIAS L. (2008). Manual de Derecho Penal Parte General. Lima- Perú: 
EDILI. 
Siguiendo la misma línea argumentativa, el autor César Nakasaki define al bien 
jurídico de la siguiente manera: 
                                                             
 
“Son tres las corrientes que confluyen (...) una posición que he denominado 
tradicional, por la que se entiende al bien jurídico como condición 
indispensable para la vida en comunidad; otra posición de raíz sociológica, por 
la que se conceptúa al objeto de tutela legal como una posibilidad de 
participación de los sistemas sociales; y la tercera posición, que calificó como 
dogmática, que señala que el bien jurídico es la relación de disponibilidad de 
un sujeto con un objeto, en cuya conservación se interesa el Estado a través 
de su captación legal. 
El autor realiza una definición desde diversas aristas, así tenemos que el bien 
jurídico no solo es un precepto penal, sino también podemos entenderla desde 
una mirada sociológica y dogmática.¿ Sociológica por qué?, porque el bien 
jurídico es un proyecto de interacción en la sociedad; y dogmática porque 
entiende que es el Estado el que brinda tutela legal a la relación de 
disponibilidad de un sujeto con un objeto. 
NAKASAKI C. (2017) El Derecho Penal y Procesal Penal desde la perspectiva del 
abogado penalista litigante. Lima- Perú: Gaceta Jurídica. 
 
b.3 BIEN JURÍDICO PROTEGIDO EN EL DELITO DE PARRICIDIO 
El autor Salinas Siccha, indica lo siguiente: 
“(…) el bien jurídico protegido en el delito de parricidio es la vida humana 
independiente comprendida desde el instante del parto hasta la muerte 
natural de la persona humana” (p.99) 
 El autor hace esta precisión, toda vez que hay casos en los cuales el padre 
da muerte a su descendiente en circunstancias que se encuentra siendo 
expulsado por la madre de su vientre, es decir, en la etapa del nacimiento. Es 
por ello, que se tiene que ser muy preciso en la descripción del bien jurídico 
protegido en el delito de parricidio. 
SALINAS SICCHA R. (2007). Derecho Penal Parte Especial. Lima- Perú: Iustitita. 
 
b.4  SUJETO PASIVO Y ACTIVO EN LOS DELITOS DE PARRICIDIO 
“el sujeto activo tiene que ser un ascendiente, descendiente, natural o 
adoptivo, un cónyuge o concubino. Después de la introducción del 
feminicidio, y de su posterior exclusión y traslado al artículo 108-B del Código 
Penal, también se incluye al ex cónyuge, y al ex conviviente, cerrándose el 
ámbito de inclusión al caso de los que sostienen o han sostenido una relación 
análoga, lo que significa que ya no se consideran como hechos de parricidio 
a los homicidios en agravio de concubinos impropios, de amantes, 
enamorados o novios, apreciándose con ello una mayor racionalidad y 
correspondencia con las bases del parricidio histórico” (p.47) 
Como mencioné en líneas precedentes, existe uniformidad respecto del 
tratamiento legal y doctrinario en el delito de parricidio. Es así que, Guevara 
Vásquez señala que el sujeto activo tiene que ser un ascendiente, 
descendiente, natural o adoptivo, un cónyuge o conviviente. Asimismo, 
indica que debido a la introducción del feminicidio y posterior separación del 
mismo para terminar con un tipo penal independiente en el artículo 108-B del 
Código Penal, se incluye también al excónyuge y al exconviviente; ergo, ya 
no se considerará parricidio a los homicidios en agravio de concubinos 
impropios. 
Ahora, en el caso del sujeto pasivo, por correspondencia, podemos inferir, que 
tiene que ser un ascendiente, descendiente, natural o adoptivo, o alguien 
con quien sostiene o haya sostenido una relación conyugal o de convivencia. 
En tal virtud, la menor agraviada tenía un vínculo con la procesada, era su 
hija biológica. 
Siguiendo la misma línea argumentativa, y haciendo mención al delito de 
feminicidio, Guevara (2016) afirma: 
Después de la reforma en mención, con la introducción del denominado 
“feminicidio”, el mero hecho de ser o haber sido cónyuge o concubino de 
determinada persona, a la cual se da muerte en forma intencional, constituía 
delito de parricidio, con lo cual se ampliaba sobremanera la base típica del 
delito de parricidio, habiendo un antes y un después de la modificación 
efectuada por la Ley 29819 que introdujo el delito de “feminicidio”. (p.48) 
GUEVARA I. (2016). El Parricidio. Entre la infracción del deber y el feminicidio. 
Lima- Perú: Idemsa. 
b.5 TIPICIDAD SUBJETIVA EN EL DELITO DE PARRICIDIO 
 Al respecto, Reátegui y Reátegui, señalan: 
<<La conducta debe realizarse de manera dolosa. Además, establece una 
circunstancia expresa, vale decir, el agente realiza la conducta con dolo 
directo, “El que, a sabiendas mata… “haber el procesado tratado como 
padre al agraviado a quien victimó, no es suficiente para configurar parricidio 
(...). Por lo tanto, en la presente figura delictiva no se admite la posibilidad de 
que el agente haya matado a su pariente consanguíneo o por afinidad, a 
través del dolo eventual, ni tampoco se admitirá la figura del dolo de 
consecuencias necesarias (…) l>> (p.30) 
 Al respecto, la tipificación subjetiva requiere necesariamente el dolo, y  no se 
admite el dolo eventual. En otras palabras, la intencionalidad es el pilar de la 
tipicidad subjetiva, es por ello que la norma utiliza el término “a sabiendas”. 
En el caso que nos avoca, la procesada tenía conocimiento del vínculo que 
la unía con su menor hija.  
 En ese sentido, Guevara (2016) expresa: 
 Es intencional. Está dado por el dolo, con sus correspondientes elementos, 
volitivo y cognoscitivo. Los delitos de parricidio requieren necesariamente del 
dolo; pero el dolo no solamente requiere el conocimiento y voluntad de matar 
a otro, puesto que para que se configuren los delitos de parricidio es 
indispensable que el autor tenga la certidumbre de que la persona que mata 
es su pariente. (...).El tipo legal exige al autor una determinada vinculación 
subjetiva con la frase” a sabiendas” para el perfeccionamiento jurídico de la 
figura. 
REATEGUI J y REÁTEGUI R. (2017). El delito de feminicidio en la doctrina y la 
jurisprudencia. Lima- Perú: Iustitia.  
 c. Jurisprudencia 
 
c.1 Recurso de nulidad N° 2576-2014  
“Conforme fluye de la acusación fiscal consigna que con fecha 14 de octubre 
de 2012 en horas de la madrugada, el señor Hermes Bravo Díaz llegó al 
domicilio donde convivía con su esposa y suegra, provisto de una comba y 
un cuchillo, y mientras estas últimas descansaban procedió a golpearlas en la 
cabeza con la comba, mientras que con el arma blanca les infirió lesiones 
punzo cortantes en el cuello y tórax; ocasionando con ello la muerte 
inmediata de su suegra, y  la muerte de su esposa en el Hospital. Dicho evento 
fue observado por su menor hija, quien al escuchar los golpes y quejidos en la 
habitación de su abuela, se acercó y observó cuando su padre daba golpes 
en la cabeza de su abuelita y madre, ante lo cual se abalanzó para detenerlo, 
no obstante, su intento de ayuda resultó infructuoso, por lo que solicitó ayuda 
a sus vecinos y a la autoridad policial. 
Siendo ello así, el representante del Ministerio Público y el acusado  formularon 
recurso de nulidad contra la sentencia condenatoria que impuso veintiún 
años de pena privativa de libertad. 
En tal sentido, la Sala penal Transitoria concluyó, que el encausado actúo con 
un claro desprecio por la vida humana al quitar cruelmente la vida a su 
esposa y a su suegra, además de mostrar un aprovechamiento del estado de 
indefensión en que se hallaban las víctimas; aunado a que se encontró 
debidamente acreditado que el impugnante no presenta trastorno 
emocional, ni alteración en su capacidad de percibir y analizar la realidad 
que justifiquen su conducta dolosa en la perpetración de los hechos 
imputados. 
Por estos fundamentos, declararon HABER NULIDAD, en cuanto se le impuso 
veintiún años de pena privativa de libertad, y reformándola impusieron treinta 
años de pena privativa de libertad.” 
Resolución s/n de 11 de abril de 2016, expedida por la Sala Penal Transitoria 
de la Corte Suprema de Justicia de la República. 
Jurisprudencia Nacional Sistematizada (20 de octubre de 2018). Recuperado 
de: https://bit.ly/2qiHGWu 
c.2 Recurso de Nulidad N° 3336-2015  
Conforme se tiene de la acusación fiscal, con fecha 8 de julio de 2009, la 
madre de la encausada Stevalis Dolorier Carbajal encontró a esta última 
sentada en el inodoro dentro del baño de su vivienda en un estado 
somnoliento, y observó que debajo de la citada procesada, se encontraba 
un balde con agua conteniendo un feto adentro. Se pudo encontrar en su 
habitación una jeringa y un dilator en ampolla, por lo que se tiene que  la 
acusada, teniendo ocho meses de gestación, se aplicó el dilator, arrojó al feto 
con signos de vida a un balde con agua, ocasionándole la muerte por asfixia 
mecánica por aspiración, conforme al Protocolo de Necropsia. 
En ese sentido, la defensa de la procesada manifestó que el hecho 
incriminado se trataba de un auto aborto, o en su defecto de un homicidio 
culposo y no de un parricidio; en tanto que no actuó dolosamente, sino por 
el contrario, obró con negligencia, aunado al maltrato físico y psicológico que 
sufría por parte de su ex pareja. 
En ese orden de ideas, la Sala Penal Permanente, concluyó que no converge 
la aplicación de alguna circunstancia de atenuación excepcional 
consistente en una situación de vulnerabilidad, tal y como fundamenta la 
encausada en el recurso de nulidad interpuesto contra la sentencia 
que  condenó a la misma como autora del delito contra la vida, el cuerpo y 
la salud-Parricidio, en agravio del feto N.N.; toda vez que el evento en 
cuestión, fue ocasionado por la decisión deliberada de aplicarse fármacos 
que aceleraron el proceso de alumbramiento del feto, demostrando con ello 
la más elevada desvaloración del comportamiento humano, sin ningún tipo 
de contemplación, poniendo en evidencia un gravísimo desprecio por la 
vida. 
Por lo expuesto en líneas precedentes, la Sala Penal Transitoria declaró NO 
HABER NULIDAD en la precitada sentencia emitida por la Segunda Sala Penal 
Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Ayacucho que condenó a 
Stevalis Dolorier Carbajal, como autora del delito contra la vida, el cuerpo, y 
la salud-Parricidio, en agravio del feto N.N., a doce años de pena privativa de 
libertad, y fijó por concepto de reparación civil la suma de cinco mil nuevos 
soles. 
Resolución s/n de 08 de noviembre de 2016, expedida por la Sala Penal 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República. 
Gutiérrez S. (13 de agosto de 2017). Parricidio en agravio de feto de ocho 
meses por asfixia mecánica por sumersión. Recuperado de 
https://bit.ly/2Q5cjdo 
c.3 Recurso de Nulidad N° 2149-2015  
Se tiene de vistos que, según la Acusación fiscal, se atribuye al procesado 
Erwin Calcina Cotacallapa haber matado a golpes a su conviviente- y madre 
de sus tres hijos- embarazada Juana Ponce Mamaní, después de haberla 
agredido físicamente. 
En virtud de ello, el sentenciado, en su recurso de nulidad interpuesto contra 
la sentencia que condenó al mismo a doce años de pena privativa de 
libertad como autor del delito contra la vida, el cuerpo y la Salud- Parricidio, 
arguyó en su defensa técnica que la precitada condena se basó en indicios 
y no en prueba objetiva, toda vez que la necropsia realizada a la agraviada 
y el acta de exhumación no son uniformes en cuanto a la causa de muerte, 
por lo que existe duda razonable. 
Al respecto, el Supremo Tribunal basó su decisión en los siguientes 
fundamentos: 
 Al momento de efectuar las necropsias respectivas, se hallaron lesiones 
traumáticas externas en el cuerpo de la víctima; no obstante, no se acreditó 
que dichas lesiones hayan sido la causa de la muerte de la agraviada, más 
aún si  el Dictamen Pericial de Medicina Forense, concluyó que el útero de la 
agraviada tuvo características de haber sido sometida a maniobra 
instrumental, complicado subsecuentemente con hemorragia e infección; 
esto es, no se acreditó con certeza que la muerte de la agraviada haya 
ocurrido a consecuencia de las agresiones físicas realizadas por el acusado 
tal como imputó el representante del Ministerio Público.  
 Asimismo, los testimonios respecto a las supuestas agresiones que sufría 
la víctima con anterioridad a los hechos, por sí solos no son suficientes para 
determinar su responsabilidad en la comisión del delito. 
 En esa misma línea argumentativa, la declaración del único testigo 
presencial del hecho: Eddy Calcina Ponce (que a la fecha de los hechos tenía 
siete años de edad), no resulta suficiente para determinar la responsabilidad 
del acusado, toda vez que alega que existe duda razonable, y ante la duda 
se aplica el principio indubio pro reo, el cual es uno de los pilares sobre los que 
descansa el proceso penal en un Estado Constitucional de Derecho. 
 Por lo anteriormente expuesto, la Segunda Sala Penal Transitoria de la 
Corte Suprema de Justicia de la República, declaró HABER NULIDAD en la 
sentencia emitida por la Sala Mixta Descentralizada Permanente de 
Huancané de la Corte Superior de Justicia de Puno, que en mayoría condenó 
a Erwin Calcina Cotacallapa, como autor del delito contra la Vida, el Cuerpo 
y la Salud-Parricidio, en agravio de su conviviente Juana Ponce Mamani, e 
impuso quince años de pena privativa de la libertad y fijó en tres mil soles la 
reparación civil; y reformándola, absolvieron al encausado y ordenaron la 
inmediata libertad del mismo. 
Resolución s/n de 14 de marzo de 2017 expedida por la Segunda Sala Penal 
Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República. 
Jurisprudencia Nacional Sistematizada (20 de octubre de 2018). Recuperado 
de: https://bit.ly/2qiHGWu 
VIII. DISCUSIÓN  
Los delitos contra la vida, el cuerpo y la salud, en la modalidad de 
parricidio,  se tramitan en la vía ordinaria con el Código de Procedimientos 
Penales de 1940. Ello, en virtud a que el bien jurídico lesionado en los delitos 
contra la vida, el cuerpo y la salud, es la vida humana independiente. Bien 
jurídico, que es por antonomasia el derecho fundamental preeminente por 
excelencia (no obstante, cabe precisar que no existe derecho absoluto). 
En atención a lo expuesto, un proceso ordinario cumple con garantizar los 
principios constitucionales, en especial el derecho al debido proceso, toda 
vez que este presenta la etapa de juzgamiento o juicio oral. En esta etapa, se 
va a construir la verdad jurídica de una de las partes; y en virtud a que el 
objeto del proceso penal es el esclarecimiento de los hechos a fin de que 
determinados actos no queden impunes, y habida cuenta en los delitos de 
parricidio el bien jurídico protegido es la vida humana independiente. 
Considero que el trámite procesal en vía ordinaria es la más idónea, no 
pudiéndose discutir temas tan relevantes en procesos sumarios que no 
garantizan un debido proceso pleno por la ausencia de la etapa de juicio 
oral. 
Asimismo, el delito de parricidio se tramita en la vía del proceso común con el 
Nuevo Código Procesal Penal y es de tipo acusatorio, a diferencia del Código 
de Procedimientos Penales que es de tipo inquisitivo. Este proceso tiene tres 
etapas: investigación preparatoria, etapa intermedia y juzgamiento; a 
diferencia del proceso ordinario del Código de Procedimientos Penales que 
de la etapa de instrucción transitaba al Juzgamiento. 
Pues bien, respecto a la materia tratada, se tiene que la Primera Sala Penal 
para procesos de reos en cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, falló 
condenando a la procesada como autora del delito contra la vida, el cuerpo 
y la salud- Parricidio en grado de tentativa, en agravio de su menor hija; en 
consecuencia le impuso cuatro años de pena privativa de libertad efectiva. 
En un sentido contrario, la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de 
Justicia declaró Haber nulidad en la sentencia de primera instancia que 
condenó a la procesada como autora del delito de parricidio en grado de 
tentativa en agravio de su menor hija, y reformándola, absolvió a la 
procesada de la acusación fiscal.  
En ese orden de ideas, la Primera Sala Penal argumentó en su sentencia, que 
la procesada demostró arrepentimiento al frustrar la consumación del evento 
y fundamentó su decisión a tenor del artículo 16° del Código de 
Procedimientos Penales, el cual indica que el juez reprimirá la tentativa 
disminuyendo prudencialmente la pena. Por lo que la condena impuesta fue 
de cuatro años. 
IX. CONCLUSIONES 
Particularmente, me encuentro conforme con la sentencia de la Corte 
Suprema, en razón a que fundamenta su decisión en el artículo 18° del Código 
Penal; el cual indica que el desistimiento voluntario o impedimento de la 
consumación, no son punibles; contrariamente a lo argumentado por el a 
quo. En ese sentido, tienen en cuenta el desistimiento voluntario de la 
procesada Santos Alejandrina, y valoran que por propia voluntad- sin mediar 
intervención de terceros- haya desistido de llevar a cabo el delito  e impedido 
la consumación. 
En atención a lo dicho, la Corte Suprema “premió” a la procesada 
otorgándole el perdón o el levantamiento del castigo. Y es que es muy fácil 
enmarcar las conductas como negativas, sin antes analizar el contexto en el 
cual este ocurrió, teniendo en cuenta el artículo 45° del Código Penal, el cual 
insta a valorar las carencias sociales sufridas por la agente. Como bien señala 
Roxin, lo gravoso de las penas solo obedece a una coyuntura social, ya que 
esta no es la solución. Se están soslayando otras medidas, tales como las 
políticas sociales que resultan eficaces respecto a la protección de un 
determinado bien jurídico, en lugar de aplicar penas que si bien es cierto, se 
encuentran dentro del marco normativo, no solucionan la problemática. 
 Respecto a la declaración testimonial del padre de la menor agraviada, SOT3 
Antonio Izarra Ortiz, en el cual indicó que se encuentra abrumado porque 
teme por la vida de su hija. Considero, que se trató de una declaración 
bastante facilista y desprendida de responsabilidad, toda vez que los 
lamentables actos en contra de la menor, tuvieron su origen en el abandono 
moral y material por parte del señor. Ya que la imposibilidad de darle calidad 
de vida a su hija, conjuntamente con la mala relación con su familia, fueron 
los detonantes de su estado emocional, en consecuencia intentó quitarse la 
vida.  
En tal virtud, desde mi perspectiva, el padre también tiene un grado de 
responsabilidad por omisión, ya que no ejercía la responsabilidad que 
conlleva la crianza de un menor; todo lo contrario, se mostraba desinteresado 
en brindar soporte económico y emocional. Asimismo, debemos de tener en 
cuenta que la crianza no es exclusiva de la mujer, sino que es una labor 
conjunta. Por lo que me hace ruido el hecho de que sean más las mujeres 
quienes son procesadas por parricidio en agravio de sus hijos (as), que 
hombres. Esto debido, a que como mencioné, la desesperación y estrés que 
conlleva la formación de un hijo(a), siempre será atribuida a la mujer, puesto 
que históricamente hemos considerado  que mujer, es sinónimo de madre. 
Creando con ello un estereotipo afianzado en una sociedad machista. En ese 
sentido, el varón padre, que no cría jamás pasará por un episodio de angustia 
y estado necesidad, puesto que decidió simplemente no asumir la crianza. 
Dicho esto, soy de la opinión que la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema, 
valoró la normativa vigente al momento de acontecidos los hechos (artículo 
18° y 45° del Código Penal), así como también el contexto en el cual se 
desarrolló el acto objeto de investigación, y no solo se ciñó a lo adscrito por 
el artículo 16° del Código Penal. En ese sentido, invocó el artículo 18° que era 
el que más se ajustaba al presente caso, aunado a las pericias psicológicas y 
psiquiatricas donde se indicaba que la procesada presentaba un bajo estado 
depresivo, perdió el control de su personalidad y baja tolerancia a la 
frustración por la mala relación con la pareja que genera esa frustración; en 
ese sentido la procesada Santos Alejandrina en un momento de lucidez, tomó 
consciencia de sus actos y desistió voluntariamente de la consumación. 
Por otro lado, situándonos en un escenario alternativo;  la procesada pudo 
haber sido procesada por el delito de lesiones leves, que tiene al menor como 
víctima a tenor del artículo 122-A,  que se encontraba vigente al momento de 
acontecidos los hechos, el mismo que fuera derogado en el año 2015. 
En ese sentido, valorando el contexto en un escenario actual, con la norma 
vigente, la inculpada hubiera podido ser procesada por el delito de Lesiones 
leves con una pena de no menor de 3 años, ni mayor de 6; a tenor del artículo 
122° del Código Penal, en atención a que la agraviada requirió 15 días de 
hospitalización y es una menor de edad. 
X. RECOMENDACIONES 
Respecto al delito de parricidio, en específico a la tipicidad subjetiva, se tiene 
que en el presente caso, la procesada actuó  con dolo, debido a una discusión 
que había mantenido con su familia y padre de su hijo; por lo que decidió 
quitarse la vida junto a su menor hija. 
En ese sentido, la Sala Superior la declaró culpable imponiéndole cuatro años 
de pena privativa de la libertad; no obstante, la Sala de la Corte Suprema 
decidió absolverla ya que no solo se enfocó en el dolo con el que actuó la 
procesada, sino también valoró el contexto, además de que el desistimiento 
voluntario e impedimento de la consumación no son punibles.  
En relación a lo mencionado, es importante incidir en la formación humanista 
que tienen los operadores del Derecho, esto a efectos de valorar 
conjuntamente el contexto del ilícito, y no solamente centrarse en lo jurídico, 
ya que como es de amplio conocimiento, las conductas humanas descansan 
sobre la base de las relaciones interpersonales; por lo que considero se debería 
de tener una formación no solo jurídica, sino también sociológica y 
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